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 RESUMEN 
 
El trabajo está enfocado a determinar cómo fue la actuación de la Empresa de 
Servicios Públicos domiciliarios: EMPOPAMPLONA S.A.E.S.P.,   durante el 
periodo 2008- 2009, en relación a la Protección de los derechos de los Usuarios, 
cuando sus derechos fundamentales son amenazados o vulnerados, y por tanto 
no puedan utilizar el derecho a la defensa, no sepan cómo hacerlo, no tengan 
recursos económicos como ejercerlos, y que sean conculcados por las empresas 
prestadoras de servicios públicos domiciliarios. 
 
Utilizando metodología cuantitativa, a través de la aplicación de una encuesta a 
los casos de usuarios que presentaron quejas, se indagan los tipos de 
reclamaciones presentadas, los mecanismos legales utilizados y las respuestas 
obtenidas por la ESP, y se analizan las características de la actuación en cuanto  
la protección de los derechos de los usuarios por parte de EMPOPAMPLONA.S.A. 
E.S.P. 
 
Es un trabajo representativo y ayudará a cambiar la cultura de los servicios 
públicos domiciliarios como medio de protección de los Derechos fundamentales 
de los usuarios, los cuales deben ser protegidos en un Estado Social de Derecho 
como lo es el país, y lleguen una gran calidad y efectividad en su prestación. 
 
Se pretende que el trabajo contribuya a aportar conocimiento de la situación de los 
usuarios de los Servicios Públicos, para que se generen nuevas practicas 
encaminadas al respeto de sus derechos, tal como lo determina la Constitución 
Nacional y las Leyes. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
INTRODUCCIÓN 
 
 
La Constitución Política Nacional determina que los servicios públicos son 
inherentes a la finalidad social del Estado y a éste atribuye la obligación de 
asegurar su prestación eficiente, para todos los habitantes del territorio Nacional.  
Defiere a la Ley la  facultad de definir su régimen jurídico, da la posibilidad que los 
servicios se presten por el Estado directa o indirectamente, por comunidades 
organizadas o por particulares, pero advierte que, en todo caso aquel conservará 
la función de regulación, control y  vigilancia1.  
 
De ahí que es necesario desde todos los entes del Estado, estimular el clima de 
cooperación y solidaridad entre los ciudadanos, para que se cumpla el principio de 
solidaridad ciudadana. En este panorama se puede entender las relaciones entre 
las empresas prestadoras de servicio público entre Pamplona y los usuarios, como 
ciudadanía y consumidor de servicios públicos, a través de la cual  el ciudadano 
debe ser considerado como un usuario, sujeto activo, conocedor de sus derechos, 
y fundamento básico para el desarrollo potencial de la empresa de servicios 
públicos, la que a su vez tiene el compromiso explicito de ofrecer servicios dentro 
del respeto por sí misma y por sus usuarios.   
 
A la luz de este marco se desarrolla un trabajo de investigación que permite 
indagar en la actuación que ha tenido la Empresa de Servicios Públicos ESP, 
Empopamplona S.A. E.S.P., en lo relativo a protección de derechos de los 
usuarios.  
 
Se realizo una investigación descriptiva explicativa, tomando como población base 
los usuarios que presentaron quejas, peticiones o reclamos a la ESP 
Empopamplona durante los años 2008 y 2009, se diseñó una encuesta, que fue 
aplicada a una muestra estadísticamente significativa, se procesó y analizó la 
información resultante. 
 
La importancia de este estudio radica en que contribuye a incrementar la base de 
conocimientos respecto a la aplicabilidad que se ha dado a la normatividad en 
servicios públicos domiciliarios y de otra parte, a nivel local puede aportar a la 
toma de decisiones para el mejoramiento de la prestación del servicio en el 
municipio de Pamplona. 
 
 
 
                                                           
1
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Constitución Política de Colombia, 1991, Art. 365. 
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1. PLANTEAMIENTO, FORMULACIÒN   DEL PROBLEMA, 
JUSTIFICACIÒN, OBJETIVOS Y DELIMITACIÒN 
 
 
1.1 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA  
 
Los servicios públicos se encuentran íntimamente ligados al alcance de los fines 
del Estado Social de Derecho. 
 
La Corte Constitucional ha ratificado su importancia  y carácter fundamental al 
afirmar que  “la realización y la eficacia sustantiva del Estado Social de Derecho 
se mide por la capacidad de éste para satisfacer, a través de la prestación de los 
servicios públicos, las necesidades vitales de la población, mediante el suministro 
de concretas prestaciones que tiendan a ello, y consecuentemente, de lograr por 
esta vía la igualación de las condiciones materiales de existencia de las 
personas”2.  
 
De acuerdo a lo anterior, corresponde al Estado realizar los fines esenciales de 
servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad 
de los principios, deberes y derechos constitucionales de los habitantes del país3.  
 
De la conexión existente entre la prestación de servicios públicos y la satisfacción 
de las necesidades básicas, se deduce entonces que la correcta prestación de los 
servicios públicos contribuye a  asegurar la garantía de los derechos humanos y 
de los derechos prestacionales consagrados en la Constitución Política.  
 
Sin embargo, el artículo 365 de la Carta Política permite que estos servicios sean 
prestados, “por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas, 
o por particulares”; y establece un régimen de libertad controlada que permite al 
Estado,  “mantener la regulación, el control, y la vigilancia”, por lo  que los 
particulares pueden legalmente encargarse de ejecutar actividades consideradas 
como esenciales para la construcción del Estado Social de Derecho. 
 
Esta situación ha dado lugar a normatividad específica, especialmente en lo que a 
servicios públicos domiciliarios se refiere, los que están definidos en la 
Constitución Política, y a la luz de la Ley 142 de 1994, se acogen a un régimen 
general de derecho privado para los actos y contratos de los operadores de tales 
servicios, mientras que el Estado sigue encargado de diseñar políticas, regular la 
                                                           
2
 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-636 de 2000. (31, mayo, 2000).  
Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 129 y 134 de la ley 142 de 1994. Bogotá. 
D.C., 17p. 
3
 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-380 de 1994. (31,  agosto, 1994). Derecho 
a la educación afectado por el corte de fluido eléctrico por parte de la electrificadora a un colegio. 
Bogotá. D.C.,  17p. 
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prestación del servicio y gestionar los medios para garantizar la cobertura ideal de 
los servicios para todos los colombianos. 
 
De igual manera, la Ley de servicios públicos domiciliarios establece claramente  
los derechos y obligaciones de los usuarios, quienes pueden suministrar 
información invaluable y fundamental para que el Estado pueda ejercer de forma 
eficaz su función de regulación y control sobre los particulares prestadores del 
servicio, garantizando el óptimo desarrollo de los individuos. 
 
La prestación de los servicios públicos domiciliarios ha suscitado múltiples 
inconformidades para los usuarios del Municipio de Pamplona, quienes por lo 
fundamental del servicio, se han visto abocados a  violaciones de sus derechos en 
lo que a ello refiere, o a dificultades procedimentales para reclamar el respeto de 
sus derechos y obtener de las empresas prestadoras de esos servicios soluciones 
prontas, oportunas y satisfactorias, y por parte del Estado, el respaldo que 
constitucionalmente debe proveerles. 
 
1.2 FORMULACION DEL PROBLEMA 
 
¿Cómo ha sido la actuación de las empresas de servicios públicos domiciliarios en 
lo relativo a protección de los derechos de los usuarios, en el Municipio de 
Pamplona,  durante el periodo 2008-2009? 
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1.3 JUSTIFICACIÓN 
 
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 365 de la Carta Política, los servicios 
públicos son inherentes a la función social del Estado, lo cual le permite servir a la 
comunidad y promover valores al momento de tutelar los derechos consagrados 
en la Constitución. 
 
En concordancia,  la Corte Constitucional ha definido los servicios públicos 
domiciliarios como “(…) Aquellos que se prestan a través de redes físicas o 
humanas, con puntos terminales en las viviendas o sitios de trabajo de los 
usuarios y cumplen la finalidad específica de satisfacer las necesidades 
esenciales de las personas”4 
 
Se deduce  que los servicios públicos permiten dignificar al ciudadano, porque  se 
consideran esenciales para que las personas tengan unos estándares de vida 
adecuados; y por ende, todas  tienen derecho a ser usuarios del servicio y a que 
éste sea prestado de la manera más eficiente y  efectiva. 
 
Para lograrlo, el Estado Colombiano se ha planteado como prioridad la ampliación 
de la cobertura y el mejoramiento de la calidad de los servicios públicos 
domiciliarios. De hecho, las cifras obtenidas en el Censo del DANE5 en el año 
2005 evidencian coberturas en área urbana cercanas al 90% en acueducto, 
alcantarillado y energía eléctrica; superior al 50% en telefonía fija;  y 39% en gas 
domiciliario. 
 
Sin embargo, las cifras para el área rural son significativamente menores, lo que 
permite comprobar que aún existe una amplia franja de población vive en 
condiciones desventajosas para el ejercicio de sus derechos y fortalecer su 
desarrollo. 
 
En Pamplona, los últimos años han favorecido el crecimiento de la economía y la 
construcción de vivienda, que han requerido ampliación de las redes e 
infraestructura para la prestación de los servicios públicos domiciliarios a nuevos 
usuarios, sin que existan estudios respecto a la forma como se ha prestado el 
servicio desde la perspectiva de los usuarios, a pesar de que han ocurrido 
denuncias en los medios de comunicación, respecto a supuestas irregularidades 
en la prestación de los servicios y pobre respuesta para los afectados  por esta 
situación. 
 
                                                           
4
 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-578 de 1992. (3, noviembre, 1992). 
Derecho al servicio de acueducto. Bogotá, D.C., 1992 
5
 COLOMBIA. DANE. Censo 2005. Indicadores de Vivienda. [en línea]. Disponible en: 
http://www.dane.gov.co/censo/. 16 de Agosto de 2010 
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Es  motivante para el grupo de investigadores elaborar esta clase de proyectos  ya 
que les permite tener contacto directo con los usuarios de los servicios públicos  
para escuchar sus opiniones y constatar cómo les llega a sus hogares este 
derecho que le permite satisfacer sus necesidades.  
 
Por lo anterior, esta investigación se convierte en una oportunidad valiosa para 
documentar las situaciones particulares que se han dado en lo relativo a 
prestación de servicios públicos domiciliarios y las formas como el Estado ha dado 
cumplimiento a su obligación de garantizar los derechos de los usuarios en pro de 
su desarrollo como ciudadanos al controlar el cabal suministro de servicios 
públicos de calidad. 
 
Los resultados obtenidos pueden aportar, una base para que se desarrollen 
proyectos locales que empoderen a los usuarios y generen mayor participación 
para el ejercicio de sus derechos y contribuyan de mejor manera al fortalecimiento 
de la función del Estado. 
 
1.4 OBJETIVOS 
 
1.4.1   Objetivo General. Establecer la actuación que han tenido las empresas de 
servicios públicos domiciliarios de Aseo,   Agua Potable y Saneamiento Básico, 
Empopamplona S.A. E.S.P.,   en lo relativo a protección de los derechos de los 
usuarios, en el Municipio de Pamplona, 2008-2009. 
 
1.4.2  Objetivos  Específicos 
 
• Determinar  los tipos de quejas y reclamos que han presentado los usuarios en 
lo relativo a prestación de servicios públicos domiciliarios de Aseo y  de  Agua 
Potable y Saneamiento Básico, en el municipio de  Pamplona durante los años 
2008-2009. 
 
• Identificar los mecanismos legales utilizados por los usuarios para presentar su 
solicitud de protección de sus derechos ante las entidades correspondientes, 
en el municipio de  Pamplona durante los años 2008-2009. 
 
• Analizar el cumplimiento de la normatividad destinada a proteger los derechos 
de los usuarios en las respuestas emitidas por la Empresa EMPOPAMPLONA, 
E.SP,  en el Municipio de Pamplona durante los años 2008-2009. 
 
• Determinar la eficacia de las respuestas emitidas por la Empresa 
EMPOPAMPLONA, E.S.P. para proteger los derechos de los usuarios de los 
servicios públicos domiciliarios de Aseo y  de  Agua Potable y Saneamiento 
Básico en  Pamplona, durante los años 2008-2009. 
 
17 
 
1.5 DELIMITACION 
 
El trabajo se realizó en la Ciudad de Pamplona Departamento Norte de Santander 
en la Empresa de Servicio Públicos Domiciliarios EMPOPAMPLONA.  
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2. MARCO REFERENCIAL 
 
 
2.1  ESTADO DEL ARTE 
 
Existen en el país numerosas publicaciones e investigaciones frente al tema de los 
servicios públicos domiciliarios. 
 
El abordaje se ha hecho desde distintos ángulos. Así, es posible encontrar 
información relacionada con los efectos económicos, la regulación, la calidad, el 
impacto social, los derechos fundamentales, la legislación y doctrina resultantes, 
entre otros, de gran interés para la revisión del cumplimiento de esta función 
esencial del Estado.  
 
Algunos ejemplos a mencionar serían los siguientes: Dussán Hitscherich, Jorge6, 
quien en su obra “El Régimen de los servicios públicos domiciliarios”, realiza un 
análisis de la Ley 142 de 1994 a la luz de las condiciones de globalización política 
y económica. De otra parte Carlos Atehortúa7 revisa en la obra “Servicios Públicos 
Domiciliarios: Legislación y Jurisprudencia”, lo concerniente a avances y 
aplicaciones de la normatividad respecto a este tema. Y de manera similar Luis 
Fernando Durango8, presenta un análisis detallado de la forma como deben 
funcionar las empresas de servicios públicos domiciliarios, haciendo énfasis en lo 
relativo a contratos. 
 
Sin embargo, a nivel local no se encontraron referentes con respecto al tema. 
Aparte de las cifras que las empresas de servicios públicos informan con respecto 
a coberturas y cumplimiento de objetivos particulares, no existen estudios que 
hayan revisado cómo se protegen los derechos de los usuarios, que sirvan de 
punto de partida para el desarrollo de proyectos tendientes a fortalecer la 
prestación del servicio y a favorecer el desarrollo de los integrantes de la 
población. 
 
2.2   MARCO TEORICO 
 
2.2.1 Servicios Públicos Domiciliarios. Son aquellos bienes tangibles o 
intangibles y prestaciones que reciben las personas en su domicilio o lugar de 
trabajo, para la satisfacción de sus necesidades básicas de bienestar y salubridad 
prestados por el  Estado  o por los particulares mediante redes físicas o humanas, 
con puntos terminales en los lugares donde habitan o laboran los usuarios bajo la 
                                                           
6
 DUSSÁN HITSCHERICH, Jorge.  El Régimen de los servicios públicos domiciliarios. Bogotá, Ed. 
Pontificia Universidad Javeriana. Colección Profesores No. 38.  2005, p. 360.   
7
 ATEHORTÚA RÍOS, Carlos Alberto. Servicios Públicos Domiciliarios: Legislación y 
Jurisprudencia. 2 ed. Bogotá: Editorial Universidad Externado de Colombia,  2005, p. 149. 
8
 DURANGO ROLDÁN, Luis Fernando. El contrato de condiciones uniformes de servicios públicos 
domiciliarios: Medellín: Teoría y práctica. Librería Jurídica Sánchez, 2005, p. 384.  
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regulación, control y vigilancia del Estado a cambio del pago de una tarifa 
previamente establecida. 
 
“…Aquellos que se prestan a las personas en su domicilio, habitación o propiedad, los 
cuales coinciden con los esenciales que fijo la citada Ley, ellos son: acueducto, energía 
eléctrica, aseo, alcantarillado, distribución de gas combustible”9.  
 
2.2.2 Servicios Públicos Nacionales y Locales. La Constitución Nacional en su 
artículo 356, señala que la Ley debe fijar los servicios públicos a cargo de la 
nación, y los entes territoriales, y el 367 ibídem, señalo que los servicios públicos 
domiciliarios serán a cargo de los municipios y de los departamentos cumpliendo 
con funciones de apoyo: en la Ley 142 de 1994 los artículos 6, 7,8 establecieron 
las competencias territoriales. 
 
2.2.2.1 Dignidad Humana. Hace referencia al valor intrínseco de todo ser 
humano, independientemente de su raza, condición social o económica, edad, 
sexo, ideas políticas o religiosas. Es el principio que justifica y da su fundamento a 
todos los derechos humanos. La dignidad no solo es un derecho, es la base de 
todos los derechos. 
 
2.3 ENTE TERRITORIAL 
 
Son las personas jurídicas, de derecho público, que componen la división político-
administrativa del Estado, gozando de autonomía en la gestión de sus interese. 
Son entidades territoriales los departamentos, municipios, distritos y los territorios 
indígenas y eventualmente, las regiones y provincias. 
 
2.3.1 Municipio. Es la entidad territorial fundamental de la división político 
administrativa del estado, con autonomía política, fiscal y administrativa, dentro de 
los límites que señala la Constitución y la Ley, cuya finalidad es el bienestar 
general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población en su respectivo 
territorio 
 
2.3.1.1 Municipio de Pamplona. Es un el tercer municipio del departamento Norte 
de Santander, que forma parte de la Provincia de Pamplona, con una 
característica particular  que la mayoría de su población es estudiantil, y con una 
población aproximadamente de unas sesenta mil personas.  
 
 
 
 
                                                           
9
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÙBLICA. Ley 142.  (11, Julio, 1994). Por la cual se 
establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones. Diario 
Oficial. Bogotá, D. C., 1994. no. 41.433.  
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2.4 SERVICIO PÚBLICO 
 
El de carácter técnico prestado al público de manera regular y continua para 
satisfacer una necesidad y por una organización pública o privada. 
 
2.4.1 Servicio Público Domiciliario. Servicio público domiciliario es aquel que  
reciben las personas en su domicilio o lugar de trabajo y sirven para satisfacer 
necesidades básicas de bienestar y salubridad de la población. 
 
2.5 USUARIO 
 
Son todas las personas que por cualquier razón usan o consumen los servicios 
públicos domiciliarios, es el usuario es el propietario, el poseedor, el tenedor o 
arrendatario de  un inmueble residencial o comercial. Usuario es el titular del 
derecho real de uso. 
 
2.5.1 Derechos de los Usuarios. El Estado Social de Derecho, principio fundante 
incorporado en la Constitución de 1991, produjo un cambio radical en la forma de 
entender el Estado Colombiano. 
 
Esta concepción trajo consigo, ya no solo el respeto por parte del Estado de los 
Derechos fundamentales, sino que aunó la necesidad imperante de que este 
garantice el ejercicio de dichos derechos. Es decir, el Estado ya no solo debe 
omitir acciones que produzcan vulneraciones en los derechos fundamentales sino 
que debe efectuar actos tendientes a garantizar de manera efectiva el uso y 
disfrute de los derechos constitucionales de carácter fundamental. 
 
De esta manera, el Servicio Público Domiciliario es uno de los mecanismos por los 
que el Estado ha optado para salvaguardar de manera efectiva los derechos 
fundamentales. A través de la prestación de estos, se busca garantizar derechos 
como la vida, la integridad personal, la salud, la educación, etc. 
 
Por medio de estos servicios se pretende primordialmente satisfacer en forma 
general necesidades, de manera regular y continua, que tengan como respuesta 
principal la salvaguarda permanente de los derechos y deberes constitucionales 
 
El régimen Constitucional de los Servicios Públicos Domiciliarios, está previsto en 
el Capítulo V, Título XII artículos 365 a 370 de la Constitución Política. 
 
Fundamentado en la Constitucion Nacional se expidió la  Ley 142 de 1994, “por la 
cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios, tiene en su 
articulado las normas de protección del usuario, en su artículo 9º: textualmente 
dice: “Derechos de los usuarios. Los usuarios de los servicios públicos tienen 
derecho, además de los consagrados en el Estatuto Nacional del Usuario y demás 
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normas que consagren derechos a su favor, siempre que no contradigan esta Ley, 
a: 
 
Obtener de las empresas la medición de sus consumos reales mediante 
instrumentos tecnológicos apropiados, dentro de plazos y términos que para los 
efectos fije la comisión reguladora, con atención a la capacidad técnica y 
financiera de las empresas o las categorías de los municipios establecida por la 
Ley. 
 
La libre elección del prestador del servicio y del proveedor de los bienes 
necesarios para su obtención utilización. 
 
Obtener los bienes y servicios ofrecidos en calidad o cantidad superior a las 
proporcionadas de manera masiva, siempre que ello no perjudique a terceros y 
que el usuario asuma los costos correspondientes. 
 
Solicitar y obtener información completa, precisa y oportuna, sobre todas las 
actividades y operaciones directas o indirectas que se realicen para la prestación 
de los servicios públicos, siempre y cuando no se trate de información calificada 
como secreta o reservada por la Ley y se cumplan los requisitos y condiciones que 
señale la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios”. 
 
La mencionada Ley 142 de 1994, prevé la participación de los Usuarios en la 
gestión y fiscalización de las empresas prestadoras, para tal fin en el artículo 62 
ha previsto la creación de los Comités de desarrollo y control social de los 
servicios públicos10, los cuales se constituyen en interlocutores de la empresa de 
servicios públicos y se ajustan al nuevo enfoque que para los servicios públicos. 
 
En este sentido  la noción de “servicio público” hace referencia a actividades que 
competen al interés general y no pueden por lo tanto, verse abandonadas al 
simple desarrollo de las iniciativas privadas y a las Leyes del mercado. 
 
El derecho administrativo,  que presenta diversas definiciones, dependiendo de las 
necesidades particulares de cada nación, pero todas convergen  hacia la 
obligatoriedad y cobertura del servicio,calidad y satisfacción del usuario.  
 
La construcción de la noción ha tenido una evolución histórica que le ha permitido 
modificarse a las diversas situaciones de contexto. El punto de partida de la 
noción de Servicio Público en el sentido institucional se encuentra en el Fallo 
Blanco (8 de febrero de 1873), ante el llamado Tribunal de Conflictos de Francia, 
El Fallo Blanco es un caso de un señor  que interpone una acción a favor de su 
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 COLOMBIA. SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÙBLICOS DOMICILIARIOS. Participación 
ciudadana en servicios públicos domiciliarios. Vol. 3., p. 15. 
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hija, atropellada por una vagoneta al servicio de la “Manufacture de Tabacs” y que 
solicitaba de la empresa una indemnización. En la sentencia se dice:  
 
Considerando que la responsabilidad que puede incumbir al 
Estado por los daños causados a particulares por el hecho de 
personas empleadas en el servicio público no puede regirse por 
los principios establecidos en el Código Civil para las relaciones de 
particular a particular. Que esta responsabilidad no es ni general ni 
absoluta y tiene sus propias reglas que varían según las 
necesidades del servicio y la necesidad de conciliar los derechos 
del Estado con los derechos privados, se hace necesaria la 
intervención de la autoridad administrativa con la aplicación de un 
Derecho exorbitante11. 
 
Esta afirmación reconoció  la necesidad de un régimen especial para regular una 
categoría de actividades del Estado, que si bien, en ese momento no eran 
claramente definidas como servicio público, si favoreció un proceso de 
construcción, que dio lugar a múltiples controversias en relación con los elementos 
que lo debían conformar, y que conllevó a que la noción de servicio público entrara 
en crisis. 
 
Los planteamientos de los principales doctrinantes de la época proporcionaron 
elementos valiosos  para construir una noción unificada. Así, para León Duguit, 
“todo Servicio Público comporta una obligación jurídica que se impone el 
gobernante de asegurar el cumplimiento ininterrumpido de una cierta actividad de 
importancia capital para la vida social”12. O sea, obligación de los gobernantes, 
misión a cumplir.  
 
Para Gastón Jèze, “es Servicio Público, por naturaleza, toda actividad ejercida por 
una colectividad administrativa que presenta un carácter de continuidad necesaria 
y a la que no puede proveer suficientemente la iniciativa privada”.13 Como 
consecuencia del proceso anterior, se admitió que un servicio público corresponde 
a diversas actividades que tienen como elemento común la satisfacción de 
necesidades generales. Y que dada esta naturaleza, se admitió que el servicio no 
debía ser necesariamente prestado por el Estado, sino que podía estar en manos 
de los particulares. De esta forma, quedaba en manos de la autoridad el control y 
vigilancia de la prestación del servicio. 
 
                                                           
11
 LUDEÑA BENITEZ, Oscar Daniel. Consideraciones Generales acerca de la Noción de Servicio 
Público: estudio histórico y actual. [en línea].  2001. [Consultado 7 mayo de 2009]. Disponible en 
internet : http://www.derecho.com/articulos/2001/03/15/consideraciones-generales-acerca-de-la-
noci-n-de-servicio-p-blico-estudio-hist-rico-y-actual/ 
12
 Cfr 
13
 Ibíd. 
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Los hechos posteriores del siglo XIX caracterizados por aumento del progreso de 
los pueblos, hacen que los servicios públicos se constituyan en respuesta a las 
necesidades colectivas y que para ese entonces, la técnica podía satisfacer, pero 
garantizando una prestación adecuada para todas las personas. 
 
Para el caso colombiano, la competencia del Consejo de Estado para el 
juzgamiento de asuntos relativos a la prestación del servicio público aparece la 
Constitución de 1886, evolucionando hasta la concepción dada por el 
Constituyente  en 1991 a través del Estado Social de Derecho. 
 
Según  cita de Matías,14 los servicios públicos son: “toda actividad que tienda a 
satisfacer las necesidades de interés general, en forma regular y continua, de 
acuerdo con un  régimen jurídico especial y, en Colombia, podrán ser prestados 
por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas, o por 
particulares”. 
 
Los servicios públicos domiciliarios son una categoría especial de los servicios 
públicos, que todos los habitantes del país requieren en forma regular y continua 
en su lugar de habitación y trabajo, para vivir en forma digna y saludable y para 
adelantar actividades productivas. 
 
Según la Ley  142 de 1994 son: acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, 
distribución de gas natural y telefonía pública básica conmutada y local móvil en el 
sector rural y distribución de gas combustible.  
 
En cuanto a la prestación y financiación de los servicios públicos está definido que 
puede estar en manos del sector privado y  que las entidades particulares pueden 
por lo tanto, ser participes determinantes de la prestación de los servicios públicos 
domiciliarios; pero a la par, la norma es rigurosa en plantear que es 
responsabilidad del Estado las funciones de vigilancia y control y ser además 
garante de los derechos del usuario.  
Si bien, el usuario es la figura central que motiva el ordenamiento jurídico en 
general, en la doctrina de servicios públicos no existe una definición uniforme para 
él. En el ideal constitucional deberían ser todos los ciudadanos, sin embargo, las 
coberturas actuales no permiten asumirlo así. Para la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios, “el usuario, es la persona que se beneficia con la 
prestación de un servicio público, bien como propietario del inmueble donde éste 
                                                           
14
 MATÍAS C, Sergio. El Tribunal Administrativo de Cundinamarca y la Responsabilidad en la 
Prestación de Servicios Públicos Domiciliarios. (1991-2000). En. Revista Diálogos de Saberes No. 
21. Bogotá: Centro de Investigaciones Socio Jurídicas de la Facultad de Derecho y Ciencias 
Políticas. Universidad  Libre. Julio-Diciembre  de 2004. ISSN 0214-0021. p.131-144. 
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se presta, o como receptor directo del mismo, a éste último se le denomina 
también consumidor”15 
 
De este concepto se puede entender que independientemente de la condición de 
usuario o de consumidor, existe la obligación de asumir las obligaciones o deberes 
contraídos en virtud del contrato, así como de los beneficios derivados del mismo.  
Con respecto a los derechos de los usuarios, la Ley 142 de 1994 establece los 
siguientes 
 
Obtener de las empresas la medición de sus consumos reales mediante 
instrumentos tecnológicos apropiados, dentro de plazos y términos que para los 
efectos fije la comisión reguladora, con atención a la capacidad técnica y 
financiera de las empresas o las categorías de  los municipios. Este derecho 
implica que el usuario pague lo proporcional de acuerdo al servicio recibido y dado 
que el consumo lo determinan los medidores, el usuario tiene derecho que los 
Medidores reflejen el consumo real. 
 
La libre elección del prestador del servicio y del proveedor de los bienes 
necesarios para su obtención o utilización”.  
 
Obtener los bienes y servicios ofrecidos en calidad o cantidad superior a las 
proporcionadas  de manera masiva, siempre que ello no perjudique a terceros y 
que el usuario asuma los costos  correspondientes”.  
 
Solicitar y obtener información completa, precisa y oportuna, sobre todas las 
actividades y operaciones directas o indirectas que se realicen para la prestación 
de los servicios públicos, siempre y cuando no se trate de información calificada 
como secreta o reservada por Ley y se cumplan los requisitos y condiciones que 
señale la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.  
 
Adicionalmente la Superintendencia de Servicios Públicos, ha establecido unos 
derechos adicionales que son: el  derecho a un servicio eficiente y continuo y a 
participar en el control de las empresas, lo cual se logra a través de la 
conformación de comités de desarrollo y control social. 
 
Teniendo en cuenta que la prestación de servicios públicos domiciliarios implica 
una relación,  entre usuarios, empresas y entes de control del Estado, el usuario 
tiene el deber de hacer participación ciudadana para actuar como veedor de la 
calidad del servicio recibido e informar a las autoridades sobre las irregularidades 
                                                           
15
 COLOMBIA. SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS. Concepto 
190 de 2007. [en línea].  Bogotá, (30, julio, 2007). [Consultado Mayo 08 de 2009]. Disponible en 
internet: 
http://www.superservicios.gov.co/basedoc/documentos/63a2a2bfeb25fc69c0f9838f263ab3c6/cto_s
spd_190_2007.html.  
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que se presentan en el sistema. Además, tiene el usuario el deber de hacer 
consumo racional de los servicios recibidos y cumplir con el pago oportuno de los 
consumos realizados. Sólo desde la base del cumplimiento mutuo de deberes es 
posible contribuir al desarrollo y progreso de los ciudadanos de esta nación. 
 
2.5.2 Peticiones, Quejas y Reclamos sobre los Servicios Públicos 
Domiciliarios. Se observa que la Ley 142 de 1994 reguló en forma integral la 
defensa de los usuarios, al plantear disposiciones especiales en materia del 
derecho de petición, en el capítulo VII –Ley 142 de 1994-, artículos 152 y 
siguientes, para cuyo cumplimiento el legislador previo, en cada una de las 
empresas que prestan servicios públicos domiciliarios la creación de una oficina 
de peticiones, quejas y recursos, la cual tiene la obligación de recibir, atender, 
tramitar y responder las peticiones o reclamos y recursos que presenten los 
usuarios, los suscriptores o los suscriptores potenciales en relación con el servicio 
o los servicios a cargo de las empresas. 
 
Las peticiones y recursos se tramitan de conformidad con las normas vigentes 
sobre el derecho de petición (art. 153), y deben ser respondidas dentro del término 
de 15 días hábiles contados a partir de la fecha de su presentación” pasado este 
término, y salvo que se demuestre que el suscriptor o usuario auspicio la demora, 
o que se requirió la práctica de pruebas, se entenderá que el recurso ha sido 
resuelto en forma favorable a él” (art. 158). Esta disposición que contiene un 
silencio positivo en beneficio del usuario, fue ampliada por el Decreto 2150 de 
1995 (art. 123) 
 
El trámite de peticiones o quejas debe tener en cuenta la naturaleza de la misma. 
Es decir, si se trata de solicitudes que tengan que ver con decisiones de la 
empresa que afecten la prestación del servicio o la ejecución del contrato, tales 
como negativa del contrato,  suspensión, terminación, corte del servicio y 
facturación ( art. 154 Ley 142 de 1994), la queja o petición debe presentarse en 
primera instancia ante a la empresa. Si por el contrario, se trata de posibles 
violaciones del régimen de servicios públicos las quejas que en tal sentido se 
hagan deben ser dirigidas a la Superintendencia de servicios públicos 
domiciliarios. 
 
Las decisiones de las empresas de servicios públicos son susceptibles de los  
recursos de reposición y apelación. 
 
El recurso de reposición debe interponerse dentro de los cinco días siguientes a la 
fecha  en que el usuario tenga conocimiento de la decisión y en ningún caso 
proceden recursos contra facturas que tengan más de cinco (5) meses de haber 
sido expedidas por las empresas. 
 
Cuando se rechace el recurso de apelación, procede de forma subsidiaria y  se 
interpone directamente ante el superior del funcionario que dictó la decisión, 
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mediante escrito al que deberá acompañarse copia de la providencia que haya 
negado el recurso. De este recurso se podrá hacer uso dentro de los cinco días 
siguientes a la notificación de la decisión; una vez la administración recibe el 
escrito, el superior ordenará inmediatamente la remisión del expediente, y decidirá 
lo que sea del caso16.  
 
Ahora bien, este recurso es de naturaleza facultativa para el administrado, y como 
fin busca que le sea concedida la apelación que le ha sido negada o rechazada 
por el inferior.  
 
A este propósito anota el profesor Miguel González Rodríguez17: “Debe 
presentarse ante el órgano a quien habría podido corresponder la decisión del 
recurso denegado, quien resolverá, primero, la cuestión de pertinencia del recurso 
en el plano meramente formal y, luego de resuelto este punto, si el 
pronunciamiento fuere favorable, entrará a decidir la cuestión de fondo”. 
 
Por lo demás hay que señalar que el Código Contencioso Administrativo, dispone 
que podrá interponerse ante el superior del funcionario que tomó la decisión, lo 
que quiere decir que si el particular lo presenta ante el a-quo, este deberá remitirlo 
de manera inmediata al superior.  
 
Con esta perspectiva, el recurso de queja es una garantía para el administrado, en 
el evento de que el funcionario a-quo rechace la apelación que ha sido 
interpuesta, evento en el cual quien debe conocer del recurso de apelación debe 
resolver sobre su procedibilidad, al conocer de la negativa del mismo. Se 
considera entonces que es una manera de control formal de la actuación, por ello 
el superior no entra a estudiar el negocio sino hasta el momento en que haya 
decidido si el rechazo no fue procedente en caso contrario confirmará la 
providencia del inferior sólo en cuanto tiene que ver con la negativa del mismo.  
 
Según establece el artículo 159 de la Ley 142 de 1994, el recurso de apelación 
sólo puede interponerse como subsidiario del de reposición ante la 
Superintendencia.  
 
El usuario, cuando hace uso del recurso de reposición, concomitante con éste, 
debe interponer en subsidio el recurso de apelación; lo que significa, que debe 
hacerlo en el mismo acto o momento en que hace uso de los recursos previstos a 
su favor y los cuales puede interponer ante la entidad prestadora,18 y deberá 
hacerlo dentro los cinco días siguientes, al momento de la notificación. 
                                                           
16
 SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS. Conceptos sobre el 
estatuto de defensa del consumidor. [en línea].  Disponible en  www.basedoc.superservicios.gov.co 
17
 GONZÁLEZ RODRIGUEZ, Miguel. Derecho Contencioso Administrativo Colombiano. Bogotá: 
Sociedad Colombiana de Abogados, 1973, p. 24.   
18
 SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS. Actualidad Jurídica 1. 
Panamericana. p. 55 y 356. 
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De allí que en la práctica, el fenómeno de la subsidiariedad significa interponer 
simultáneamente los dos recursos19.  
 
Resuelto previamente el recurso de reposición, para que en el evento de que no 
se modifique la primera decisión de la entidad encargada de desatarlo, se entre a 
conocer del recurso de apelación, cuando así lo solicite el recurrente; de 
presentarse tales presupuestos la Superintendencia está obligada a darle el 
trámite correspondiente al recurso de apelación solicitado.  
 
El artículo 51 del Código Contencioso Administrativo señala  que los recursos se 
presentarán ante el funcionario que dictó la decisión, salvo lo dispuesto para el de 
queja, y si quien fuere competente no quisiere recibirlos, podrán presentarse ante 
el procurador regional o ante el personero municipal, para que ordene su recibo y 
tramitación e imponga las sanciones correspondientes20 
 
La subsidiariedad se justifica en aras de evitar el paralelismo o la simultaneidad en 
el conocimiento de un caso concreto, dado que aparece el fenómeno donde es la 
prestadora, investida de facultades administrativas, quien desata la primera 
instancia del recurso y la Superintendencia como superior funcional de las 
empresas quien conoce de la apelación, queriendo el legislador evitar que ante 
esta excepcional competencia, el particular adelante al mismo tiempo, ante las 
mismas instancias señaladas, el trámite de los asuntos sobre los cuales se 
encuentra inconforme. 
 
2.6 SUBSIDIOS 
 
El artículo 368 de la C.P. señala que la Nación, los departamentos, los distritos, 
los municipios y las entidades descentralizadas podrán conceder subsidios, en sus 
respectivos presupuestos, para que las personas de menores ingresos puedan 
pagar las tarifas de los servicios públicos domiciliarios que cubran sus 
necesidades básicas” y el artículo 370 de la C.P. establece que corresponde al 
Presidente de la República señalar, con sujeción a la Ley, las políticas generales 
de administración y control de eficiencia de los servicios públicos domiciliarios y 
ejercer por medio de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, el 
control, la inspección y vigilancia de las entidades que los presten”. 
 
Así, se ha determinado que cuando la diferencia del pago que un usuario realiza 
es mayor que el costo económico, se considera que el usuario tiene derecho a un 
subsidio, el cual debe beneficiar a aquellos usuarios de menores ingresos en las  
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 SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS. Actualidad Jurídica II. 
GRAF & MARK., p. 235.  
20
  COLOMBIA. CODIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Legis 2010 . Art. 51 
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condiciones que defina la Comisión de Regulación de Agua Potable y 
Saneamiento Básico a los del estrato 3,  de las zonas urbanas y rurales21.  
 
La normatividad establece que se subsidia la facturación correspondiente al valor 
del consumo básico de los beneficiarios del subsidio y los costos económicos para 
garantizar la disponibilidad permanente del servicio. Igualmente, los cargos por 
aportes de conexión domiciliaria, incluyendo la acometida y el medidor de los 
estratos 1, 2 y 3 podrán ser subsidiados. (Artículo 97 de la Ley 142 de 1994) 
 
Cada Empresa de servicios públicos deberá anualmente comunicar a cada 
Secretaría de Hacienda los requerimientos de subsidios anuales requeridos por 
cada servicio. 
 
En la empresa  EMPOPAMPLONA, S.A. E,S,P., cada trimestre mediante acuerdo 
se establecen las tarifas, de conformidad con los lineamientos de la resolución 
CRA 200 de 2001, que establece que “Las personas prestadoras de los servicios 
de acueducto, alcantarillado y aseo, actualizarán sus tarifas, a partir del 1o. de 
enero de 2002, en el mes en el que el acumulado del IPC Nacional sea como 
mínimo del 3%”.22 
 
Así por ejemplo, para la vigencia fiscal  del 2010 se establecieron los siguientes 
porcentajes de subsidios, teniendo como base que el  Concejo Municipal otorgó 
para la vigencia fiscal de este año 288millones 867 mil 672 pesos: Estrato uno: 
38%, estrato dos: 21% y estrato tres: 5%.23 
 
 
2.7 TARIFAS 
 
El artículo 370 de la Constitución Política dispone que, corresponda al Presidente 
de la República señalar con sujeción a la Ley las políticas generales de 
administración y de control de eficiencia de los servicios públicos 
 
El artículo 68 de la Ley 142 de 1994 dispuso que el Presidente de la República 
podría ejercer tal función a través de las Comisiones de Regulación en caso de 
que decidiera delegarla en los términos de esta Ley, delegación que se hizo 
mediante el Decreto 1524 del 15 de julio de 1994. 
 
La Ley 142 de servicios públicos, le atribuyó a las Comisiones de Regulación las 
siguientes funciones con el objeto de definir el régimen tarifario previsto en el 
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 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA.  Decreto 565 de 1996. Por el cual se 
reglamenta la Ley 142 de 1994, en relación con los Fondos de Solidaridad y Redistribución de 
Ingresos del orden departamental, municipal y distrital para los servicios de acueducto, 
alcantarillado y aseo. Diario Oficial, Bogotá, D.C., 1996, no. 42748. Art. 2. 
22
  Resolución CRA 200 de 2001. Diario oficial, Bogotá, D.C., 2001, no. 44.681. Art. 3. 
23
 EMPOPAMPLONA, S.A. E.S.P. Acuerdo 001 de 2010. 
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Título VI: Definir criterios de eficiencia y desarrollar y indicadores y modelos para 
evaluar la gestión financiera, técnica y administrativa de las empresas de servicios 
públicos (Art. 73.3); establecer las fórmulas para la fijación de las tarifas (Art. 
73.11); y determinar de acuerdo con la Ley cuándo debe establecerse el régimen 
de libertad regulada o libertad vigilada, y en qué casos hay lugar a la  libre fijación 
de tarifas (Art. 88); impulsar la actuación administrativa para la determinación de 
las fórmulas tarifarias. (Art. 124). 
 
Las siguientes son las Resoluciones básicas sobre tarifas para cada unos de los 
servicios de interés en esta investigación24:, son expedidas por las comisiones de 
regulación de agua Potable y saneamiento básico adscritas al Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. 
 
• Servicio de Acueducto: Resolución CRA 08 de 1995., del Mi 
 
• Servicio de alcantarillado: Resolución CRA 09 de 1995 y Resolución CRA 
15 de 1996. 
 
• Servicio de Aseo: Resolución CRA 19 de 1996 y Resolución CRA 15 de 
1997 
 
La Ley 142 de 1994 en su artículo 90 determina los elementos de las fórmulas 
tarifarias, dejando en claro que las comisiones de regulación pueden diseñar y 
hacer públicas diversas opciones, en la siguiente forma: 
 
Un cargo por unidad de consumo, que refleje siempre tanto el nivel y la estructura 
de los costos económicos que varíen con el nivel de consumo, como la demanda 
por el servicio. 
 
Un cargo fijo, que refleje los costos económicos involucrados en garantizar la 
disponibilidad permanente del servicio para el usuario, independientemente del 
nivel de uso. 
 
La Ley considera como costos necesarios para garantizar la disponibilidad 
permanente del suministro aquellos denominados costos fijos de clientela, entre 
los cuales se incluyen los gastos adecuados de administración, facturación, 
medición y los demás servicios permanentes que, de acuerdo a definiciones que 
realicen las respectivas comisiones de regulación, son necesarios para garantizar 
que el usuario pueda disponer del servicio sin solución de continuidad y con 
eficiencia. 
 
                                                           
24
 COMISION DE REGULACION DE AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO BÁSICO. Normatividad. 
Disponible en internet: www.cra.gov.co 
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De acuerdo a lo establecido en el artículo 163 de la Ley 142 de 1994, las fórmulas 
tarifarias además de tomar en cuenta los costos de expansión y reposición de los 
sistemas de agua potable y saneamiento básico, deben incluir los costos de 
administración, operación y mantenimiento asociados con el servicio.  Además 
tendrán en cuenta factores de gestión operacional y administrativa definidos de 
acuerdo con indicadores de empresas comparables más eficientes que operen en 
condiciones similares. 
 
Así mismo el artículo 64 preceptúa que se deben incluir los elementos que 
garanticen el cubrimiento de los costos de protección de las fuentes de agua, y la 
recolección, transporte, y tratamiento de los residuos líquidos, así como los 
concernientes a disposición final de basuras y rellenos sanitarios. 
 
La Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento básico expidió este 
año un acto administrativo contentivo de la Regulación integral de los servicios 
públicos de Acueducto, Alcantarillado y Aseo en la Resolución CRA 151 de 2001, 
allí dispone: 
 
Artículo 1.2.1.1. (...): Cargo fijo. Valor unitario por suscriptor o usuario, que refleja 
los costos económicos involucrados en garantizar la disponibilidad permanente del 
servicio, independientemente del nivel de uso. 
 
La Resolución en cita en la sección 2.4.3 dedicada a las metodologías y fórmulas 
tarifarias luego de reseñar los elementos de estas últimas -arriba indicados- señala 
los  criterios y metodologías de costos y tarifas para personas prestadoras del 
servicio público domiciliario de acueducto, dispuso: 
 
Artículo 2.4.3.2: Cargo Fijo. Para el cargo  fijo (CF se utilizará como costo de 
referencia el costo de administración o de clientela (CMA). Las tarifas mínimas o 
máximas aplicables al cargo fijo serán las resultantes de aplicar la siguiente 
fórmula: 
CFi = CMA x Fi 
 
Donde: 
CFi : Cargo fijo del estrato/sector i 
CMA = Costo Medio de Administración 
Fi : Factor de subsidio o contribución aplicado a los usuarios de los estrato/sector i  
 
Ahora bien, los numerales 1 y 2 del artículo 90 de la Ley de servicios públicos 
domiciliarios hacen relación a los elementos que conforman las fórmulas tarifarias 
y no hacen mención sobre los eventos en que deben ser cobrados tanto el cargo 
por unidad de consumo como el cargo fijo.  Con todo, cuando el numeral 2 indica 
que no importa el nivel de uso del servicio, quiere decir que el cargo fijo se cobra a 
quienes cuenten con el contrato de prestación de servicios públicos domiciliarios, 
sin que se tenga en cuenta para el cobro de este cargo la utilización del servicio, 
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puesto que él obedece a la posibilidad con que cuenta el usuario de utilizarlo en el 
momento que lo necesite, en otros términos hace referencia a la disponibilidad del 
servicio. 
 
Por lo anterior se deduce que las formulas tarifarias siempre deben ir a favor de 
los usuarios, esto lleva a que las empresas prestadores del servicio no deban 
cobrar tarifas por fuera de lo normal y con una eficiencia en el momento de prestar 
el servicio, de igual manera el artículo 125 de la presente Ley contradice la 
constitución al señalar que las empresas podrán actualizar las tarifas que cobran. 
 
Se presenta la contradicción en materia de tarifas al señalar criterios tales como 
eficiencia económica, suficiencia financiera, libertad de mercado al contradecir al 
Estado Social de derecho como la solidaridad (art. 2º de la C.P), el deber del 
Estado de asegurar la prestación eficiente de los servicios públicos a todos los 
habitantes de territorio nacional (art. 365 de la C.P), ya que el procedimiento para 
fijar las tarifas públicas, responde a la libre competencia y no a la obligación 
constitucional de garantizar los derechos de los usuarios, desconociendo los 
derechos colectivos de los usuarios. 
 
De otro lado, de acuerdo con el principio de publicidad, el usuario tiene la facultad 
de ejercer sus derechos constitucionales de defensa y debido proceso. Siendo el 
acto de facturación un acto jurídico, comunicado al usuario; cuenta este con los 
medios constitucionales indispensables para oponerse. 
 
A partir del derecho de publicidad el ejercicio del derecho de contradicción se 
desenvuelve a través de las actuaciones administrativas y de la vía gubernativa, 
concretándose ante todo en oportunidades para formular peticiones, quejas, 
reclamos y recursos, de cuyos resultados prácticos debe dar razón, de un parte, la 
estructura orgánica y funcional de las oficinas de peticiones, quejas y recursos de 
las empresas, y de otra, el grado de credibilidad social alcanzado por estas a partir 
de sus actuaciones y resoluciones25” 
 
En consecuencia, en el evento en el cual el usuario no esté de acuerdo con las 
obligaciones o consumo establecido en la factura, cuenta con mecanismos 
idóneos de defensa que le permitiría revertir la situación que él considere irregular.  
 
Estas posibilidades pueden ser realizadas ante la misma empresa prestadora de 
servicios públicos domiciliarios (peticiones, quejas, recursos), a través de la vía 
gubernativa, o por intermedio de la jurisdicción contenciosa administrativa. 
 
 
                                                           
25
 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-697 de 2002. (29, Agosto, 2002). Los 
servicios públicos no gozan del principio de gratuidad. Bogotá, D.C., 2002. 
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2.8  MARCO JURIDICO 
 
2.8.1 Constitución Política de Colombia 
 
Art. 1.  Colombia es un estado social de derecho, organizado en forma de 
república unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 
democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad 
humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la 
prevalencia del interés general. 
 
Art. 2.   Determina en forma precisa los fines del Estado 
 
Art. 13.  Determina la igualdad ante la Ley, recibir protección e igual trato de las 
autoridades y gozar de los mismos derechos, libertades y oportunidades. 
 
Art. 29.  El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. 
 
Art. 79.  La Ley regulará el control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y 
prestados a la comunidad, así como la información que debe suministrarse al 
público en su comercialización. Serán responsables, de acuerdo a la Ley, quienes 
en la producción de bienes y servicios, atenten contra la salud, la seguridad y el 
adecuado aprovisionamiento a consumidores y usuarios. El Estado garantizará la 
participación de las organizaciones de consumidores y usuarios en el estudio de 
las disposiciones que les conciernen. 
 
Art. 83.  Las acotaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán 
ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las 
gestiones que aquellos adelanten ante estas. 
 
Art. 209.  La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se 
desarrolla con fundamento en el principio de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la 
delegación y la desconcentración de funciones. 
 
Art. 311. Al municipio como entidad fundamental de la división política 
administrativa del Estado, le corresponde prestar los servicios públicos que 
determine la Ley, construir las obras que demande el progreso local, ordenar el 
desarrollo de su territorio, promover la participación comunitaria, el mejoramiento 
social y cultural de sus habitantes y cumplir con las demás funciones que le asigne 
la constitución y las Leyes. 
 
Art. 313. Numeral 1.  Corresponde a los Concejos: Reglamentar las funciones y la 
eficiente prestación de los servicios a cargo del municipio. Capítulo  5 del Titulo 
XII: Artículos 365 a 370-, reconoce importancia principal al tema de servicios 
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públicos,  determinando que estos servicios son inherentes a la finalidad social del 
Estado26. 
 
Art. 365. Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. Es 
deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del 
territorio nacional.  
 
Los servicios públicos estarán sometidos al régimen jurídico que fije la Ley, podrán 
ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades 
organizadas o por particulares. En todo caso, el Estado mantendrá la regulación, 
el control y la vigilancia de dichos servicios. Si por razones de soberanía o de 
interés social, el Estado mediante Ley aprobada por la mayoría de los miembros 
de una u otra cámara, por iniciativa del Gobierno decide reservarse determinadas 
actividades estratégicas o servicios públicos, deberá indemnizar previa y 
plenamente a las personas que, en virtud de dicha Ley, queden privadas del 
ejercicio de una actividad lícita". 
 
Artículo 366  El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la 
población son finalidades sociales del Estado. Será objetivo fundamental de su 
actividad la solución de las necesidades básicas insatisfechas de salud, 
educación, saneamiento ambiental y agua potable. 
 
Art. 367. Competencias y responsabilidades relativas a la prestación de servicios 
públicos. Los  servicios públicos se prestaran directamente en cada municipio. 
 
Art. 368.  La Nacion, los departamentos, los municipios y entidades 
descentralizadas podrán conceder subsidios. 
 
Art. 369. Determina los deberes y derechos de los usuarios, el régimen de su 
protección y sus formas de participación en la gestión y fiscalización de las 
empresas estatales que presten el servicio. 
 
Art. 370. La presidencia determinara las políticas de administración, control de 
eficiencia de servicios públicos y ejercerá por medio de la Superintendencia de 
Servicios Publicos Domiciliarios, el control, inspeccion y vigilancia de las entidades 
que la presten 
. 
 
 
Simultáneamente, la Constitución Política permite la privatización de los servicios 
públicos y de las empresas estatales; introdujo la internacionalización de la 
economía; la transferencia parcial de determinadas atribuciones a organismos 
internacionales, con el objeto de promover o consolidar la integración económica; 
                                                           
26
 COLOMBIA. Constitución Política de 1991.Legis 2010. Capitulo V art. 365 a 370.. 
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En síntesis, se adecuan las instituciones  jurídico políticas y socio económicas, a 
las tendencias del mercado mundial y de la globalización. 
. 
Con respecto a los servicios públicos de agua, acueducto y alcantarillado, la Ley 
142 de 1994 los define de la siguiente manera: 
 
Servicio público domiciliario de acueducto. Llamado también servicio público 
domiciliario de agua potable. Es la distribución municipal de agua apta para el 
consumo humano, incluida su conexión y medición. También se aplicará esta Ley 
a las actividades complementarias tales como captación de agua y su 
procesamiento, tratamiento, almacenamiento, conducción y trasporte. 
 
Servicio público domiciliario de alcantarillado. Es la recolección municipal de 
residuos, principalmente líquidos, por medio de tuberías y conductos. También se 
aplicará esta Ley a las actividades complementarias de transporte, tratamiento y 
disposición final de tales residuos. 
 
Servicio público domiciliario de aseo. Es el servicio de recolección municipal de 
residuos, principalmente sólidos. También se aplicará esta Ley a las actividades 
complementarias de transporte, tratamiento, aprovechamiento y disposición final 
de tales residuos. 
 
La jurisprudencia relativa a servicios públicos domiciliarios parece inagotable. Los  
cambios de regulación establecidos por la Constitución Política y por la legislación 
posterior, han suscitado toda clase de situaciones en la relación Estado, empresas 
de servicios públicos y usuarios, que han facilitado el desarrollo de múltiples 
disertaciones y aclaraciones doctrinales. 
 
En lo relativo a protección de los derechos de los usuarios hay gran número de 
sentencias que ratifican la obligatoriedad del Estado de controlar y asegurar la 
correcta prestación del servicio y proteger los derechos de los ciudadanos27 28 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                           
27
   COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-299/08. (3, abril, 2008). Conexidad con 
la integridad física de los peticionarios y los menores.  Bogotá, D. C., 2008. 
28
 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-1010 de 2008. (16, octubre, 2008). 
Facultad de las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios para imponer sanciones 
de contenido pecuniario. Bogotá, D.C., 2008. 
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3. METODOLÓGIA 
 
3.1 TIPO DE INVESTIGACION 
 
Este trabajo de investigación carácter descriptivo y explicativo investigativo que 
permitió identificar en la Empresa Empopamplona S.A. E.S.P. los derechos de los 
usuarios en  el periodo 2008-2009. 
 
3.2  MÉTODO 
 
Teniendo en cuenta que la investigación analizo las relaciones entre el 
cumplimiento de la normatividad establecida para regular los servicios públicos 
domiciliarios, en Colombia y la realidad social de una población, se utilizará el 
enfoque socio jurídico y  los métodos   cualitativos  y cuantitativos. 
 
3.3   POBLACIÓN 
 
La población de estudio la conformaron los 7226 usuarios  que presentaron 
quejas, peticiones o reclamos a EMPOPAMPLONA S:A E:S:P:, durante el 01 de 
enero del 2008 y el 31 de diciembre de 2009. 
 
3.4   MUESTRA 
 
Se tomaron 1083 casos que corresponde a un 15% de la población total lo cual es 
representativo para el objeto de conocimiento planteado. 
 
3.4.1 Tipo de Muestreo. El Muestreo realizado en este estudio fue de tipo 
Aleatorio simple.  
 
3.5  CRITERIOS DE INCLUSIÓN 
  
Casos reportados de quejas, peticiones y reclamos presentados por los clientes de 
la ESP EMPOPAMPLONA durante el periodo 2008-2009. 
 
Casos  reportados de quejas, peticiones y reclamos que pertenezcan a los 
estratos 1, 2 o 3. 
 
Casos  reportados de quejas, peticiones y reclamos que aceptaron participar 
voluntariamente. 
 
3.6 CRITERIOS DE EXCLUSIÓN 
 
Casos reportados de quejas, peticiones y reclamos que pertenezcan a los estratos 
1,2 y 3. 
3.7 INSTRUMENTO DE MEDICIÓN 
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3.7.1 Encuesta. Con trece ítems que tuvo por objetivo establecer la actuación que 
han tenido las empresas de servicios públicos domiciliarios de agua, acueducto y 
alcantarillado en lo relativo a protección de los derechos de los usuarios en el 
Municipio de Pamplona.  
 
Los ítems identifican el estrato, el tipo de servicio que originó la inconformidad, así 
como los motivos que generaron la inconformidad, y los mecanismos utilizados 
para reclamar y las respuestas emitidas por la ESP.  La parte final del instrumento 
indaga sobre la perspectiva de los usuarios acerca del respeto de los derechos de 
los usuarios por parte de la ESP. (Ver Anexo A) 
 
 
3.8 MÉTODOS DE RECOLECCIÓN Y ANÁLISIS DE DATOS 
 
Se solicitó a la ESP EMPOPAMPLONA informe de los casos de quejas, peticiones 
y reclamos presentados durante los años 2008 y 2009. 
 
A partir de la base de datos suministrada por la ESP se realizó una prueba piloto a 
30 casos, para determinar la necesidad de ajustes al lenguaje y a los ítems del 
instrumento. 
 
Se realizó recolección de la información, aplicando la encuesta diseñada, 
realizando visita domiciliaria a los sujetos que figuraban en el listado suministrado 
por la ESP y que aceptaron participar libremente. 
 
Finalizada la recolección de información, se digitó inicialmente en una base de 
datos de Excel, y se procedió a realizar el respectivo análisis estadístico en el 
programa SPSS V10. 
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4. IMPACTO  Y  RESULTADOS 
 
4.1  IMPACTO 
 
La Universidad Libre, tiene como visión de gestión formar profesionales de altas 
calidades académicas, científicas, sociales y humanas, con el objeto de confrontar 
las problemáticas del país, y que conlleven a realizar estudios científicos  que 
permitan presentar propuestas que mejoren la calidad de vida de los colombianos 
y colombianas. 
 
La Universidad Libre a través de la Maestría en Derecho Administrativo, ha 
motivado a este grupo para realizar el presente trabajo en el Municipio de 
Pamplona, en la empresa de Servicios Públicos EMPOPAMPLONA S.A. y así 
brindar a la ciudadanía de Pamplona una ayuda en el ejercicio y protección de sus 
derechos como usuarios de los servicios públicos domiciliarios, todo bajo el 
enfoque de la filosofía y políticas de la Universidad libre, no perdiendo de vista el 
derecho de todas las personas a una vida digna, y derecho a la protección de sus 
derechos fundamentales, tal como lo determina Constitución Política de Colombia, 
marco general del Estado Social de Derecho 
 
4.2. ANALISIS DE RESULTADOS 
 
Los datos fueron procesados estadísticamente utilizando el paquete Excel  para 
Microsoft Office 2007 y el paquete estadístico SPSS v 10.0 para Windows. 
 
La muestra estuvo constituida por 197 casos que presentaron reclamaciones ante 
la ESP EMPOPAMPLONA; se utilizó la estadística descriptiva principalmente 
promedios y distribución de frecuencia. 
 
Como se observa en la tabla 1, el mayor porcentaje de los reclamantes 
entrevistados fueron del estrato II. La distribución de encuestados de los estratos 
restantes corresponde al 50% de los casos en forma equivalente. 
 
Tabla 1. Distribución de frecuencia por estratos de los reclamantes 
 
ESTRATO                                                  Frecuencia                                              Porcentaje 
ESTRATO I 50 25,39 
ESTRATO II 96 48,73 
ESTRATO III 51 25,88 
Total 197 100 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
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Gráfico 1. Distribución de frecuencia por estratos de los reclamantes 
 
                                                                                                                                                                   
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
 
Los tipos de reclamación presentada por los usuarios durante el periodo estudiado 
fueron en mayor porcentaje quejas. Los reclamos seguidamente ocuparon el 36% 
de los casos, mientras que el tipo de reclamación menos utilizada fue la petición.  
 
Tabla 2.  Distribución de frecuencias por tipo de reclamación presentada 
 
TIPO RECLAMO                                              Frecuencia                                    Porcentaje 
No sabe/no responde 4 2,03 
Petición 30 15,23 
Queja 92 46,7 
Reclamo 71 36,04 
Total 197 100 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
 
Gráfico 2.  Distribución de frecuencias por tipo de reclamación presentada 
 
 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
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Los resultados de la tabla 3 evidencian que el servicio que generó mayor 
inconformidad fue el servicio de acueducto, con un 39% de los casos, seguido del 
servicio de aseo, con un 32.9%. La distribución por estratos reveló que el mayor 
porcentaje de inconformidades en el servicio de acueducto ocurrió en el estrato 1, 
y fueron presentadas a la ESP bajo la forma de queja. Las inconformidades en el 
servicio de aseo fueron más frecuentes en el estrato 2, donde las reclamaciones 
se realizaron principalmente bajo la forma de reclamo. Cabe resaltar que el 
servicio de alcantarillado fue el que menor número de inconformidades generó. 
 
Tabla 3. Compilación por estratos, tipo de reclamación y servicio de 
inconformidad. 
Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje
ESTRATO I 0 0 1 0,51 0 0 0 0 1 0,51
ESTRATO II 1 0,51 1 0,51 1 0,51 0 0 3 1,52
ESTRATO I 0 0 5 2,54 1 0,51 4 2,03 10 5,08
ESTRATO II 0 0 5 2,54 2 1,01 5 2,54 12 6,1
ESTRATO III 1 0,51 4 2,03 2 1,01 1 0,51 8 4,06
ESTRATO II 1 0,51 8 4,06 8 4,06 6 3,04 23 11,67
ESTRATO I 4 2,03 21 10,66 7 3,55 13 6,6 45 22,84
ESTRATO III 4 2,03 4 2,03 5 2,54 11 5,58 24 12,18
ESTRATO I 3 1,52 4 2,03 2 1,01 7 3,55 16 8,12
ESTRATO II 0 0 15 7,61 6 3,04 15 7,61 36 18,28
ESTRATO III 2 1,01 10 5,08 4 2,03 3 1,52 19 9,64
Total 16 8,12 78 39,6 38 19,27 65 32,98 197 100
Tipo reclamoEstratificación
No sabe/ no recuerda Acueducto Alcantarillado Aseo Total
Reclamo
Queja
Petición
No sabe/ 
no recuerda
 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
 
Gráfico 3.  Compilación por estratos, tipo de reclamación y servicio de 
inconformidad. 
 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
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Al revisar los motivos o aspectos del servicio que generaron inconformidad en el 
servicio se encontró que el 49,24% de los casos encuestados correspondió a los 
casos de inconformidad de facturación del servicio. El segundo motivo 
corresponde a reclamaciones por inconformidad en las condiciones del servicio, tal 
como lo muestra la Tabla 4. 
 
Tabla 4.  Distribución de frecuencias motivo de inconformidad del servicio 
 
MOTIVO  INCONFORMIDAD                                               Frecuencia                             Porcentaje 
No sabe/No recuerda 2 1,01 
Actuación funcionario 28 14,21 
Condiciones de servicio 70 35,53 
Facturación del servicio 97 49,24 
Total 197 100 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos.  
 
Gráfico 4.  Distribución de Frecuencias por motivo de inconformidad del servicio 
 
 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
 
La Tabla 5 presenta la distribución por frecuencias de los mecanismos legales 
utilizados para reclamar las inconformidades. Se encontró que el mecanismo más 
utilizado fue el Derecho de Petición con 121 casos.  Cabe resaltar que el 13% de 
los encuestados no pudo responder con precisión sobre el mecanismo legal 
utilizado para realizar la reclamación. 
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Tabla 5. Distribución de frecuencias de los mecanismos legales utilizados para 
reclamar la inconformidad del servicio. 
 
MECANISMO  LEGAL                                                 Frecuencia                                         Porcentaje 
No sabe/No recuerda 27 13,71 
Derecho de petición 121 61,42 
Recurso de apelación 21 10,66 
Recurso de Reposición 7 3,55 
Silencio administrativo positivo 21 10,66 
Total 197 100 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
 
Gráfico 5. Distribución de frecuencias de los mecanismos legales utilizados para 
reclamar la inconformidad del servicio. 
 
 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos 
  
Al revisar qué tipo de mecanismo legal se utilizó según el motivo de reclamación 
se encontró que se mantiene la mayor utilización del derecho de petición para los 
motivos que generaron la mayor parte de las inconformidades: condiciones del 
servicio y facturación.  Los recursos de apelación y de silencio administrativo 
positivo fueron utilizados en el 21% de los casos. Ver Tabla 6. 
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Tabla 6  Compilación por motivo de Inconformidad y mecanismos legales 
No sabe/no responde Actuación de funcionario Condicones del Servicio Facturación del servicio
Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje
No sabe/no responde 0 0 4 2,03 13 6,6 10 5,08 27 13,71
Derecho de petición 1 0,51 13 6,6 44 22,33 63 31,98 121 61,42
Recurso de apelación 0 0 2 1,01 9 4,57 10 5,08 21 10,66
Recurso de Reposición 0 0 4 2,03 0 0 3 1,52 7 3,55
Silencio 
Administrativo positivo 1 0,51 5 2,54 4 2,03 11 5,58 21 10,66
Total 2 1,01522843 28 14,21 70 35,53 97 49,24 197 100
TotalMecanismo legal para 
reclamar 
MOTIVO INCONFORMIDAD
Tabla 7. Compilación por motivo de inconformidad y ecanismo legal utilizado para reclamar
 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
 
Grafico 6.   Compilación por motivo de Inconformidad y mecanismos legales 
 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
 
En cuanto a las respuestas emitidas por la ESP ante las reclamaciones 
presentadas, se encontró consistencia, pues el 33% de los casos fueron resueltos 
dando respuesta al derecho de petición presentado. Se destaca que en el 46,19% 
de los casos la empresa solicitó pruebas. Ver Tabla 7. 
 
Tabla  7  Distribución de frecuencia por mecanismos de respuesta de la ESP 
RESPUESTA EMITIDA                                      Frecuencia                      Porcentaje 
No sabe/No recuerda 28 14,21 
Respuesta al derecho de petición 65 33 
Respuesta al recurso de reposición 13 6,6 
Solicitud de pruebas 91 46,19 
Total 197 100 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
43 
 
Grafico 7.  Distribución de frecuencia por mecanismos de respuesta de la ESP 
 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
 
El resultado final del proceso de reclamación se traduce en un alto porcentaje de 
corrección de la situación reclamada. Las indemnizaciones por perjuicios y el no 
cobro del servicio se dieron en el 11% de los casos. Cabe destacar que hubo un 
16% de usuarios que no recordaron cuál fue la respuesta final obtenida para su 
reclamación.  
 
Tabla  8. Distribución de frecuencia de resultados de las respuestas 
RESULTADOS DE LAS RESPUESTAS                         Frecuencia                                  Porcentaje 
No sabe/No recuerda 33 16,75 
Indemnización por perjuicios 13 6,6 
No cobro del servicio 10 5,08 
Corrección de situación reclamada 141 71,57 
Total 197 100 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
 
Gráfica 8.  Distribución de  frecuencias de resultados de las respuestas 
 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
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En la tabla 9 se presenta la compilación de las respuestas de los usuarios en 
relación con la eficacia de la ESP en la protección de sus derechos. Se encontró 
que existe un alto porcentaje de inconformidad respecto al manejo de tarifas, 
asignación de subsidios, recepción de información oportuna y ajustes que realiza 
la ESP al contrato.  Sin embargo, cabe resaltar que en contraste un 55% de los 
mismos usuarios consideró que la ESP les oferta un servicio continuo y eficiente. 
 
La participación de los usuarios tuvo opiniones divididas y el 50% consideró que 
no tiene acceso a tal participación. 
 
Tabla 9.  Compilación por eficacia de las respuestas para protección de los 
derechos de los usuarios 
Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje
Servicio continuo y eficiente 1 0,50761421 109 55,3299492 87 44,1624365 197 100
Participación en la Asociación de usuarios 9 4,56852792 90 45,6852792 90 45,6852792 197 100
Tarifas proporcionales 3 1,52284264 61 30,964467 133 67,5126904 197 100
Asignación de Subsidios 2 1,01522843 74 37,5634518 121 61,4213198 197 100
Recibe información oportuna 3 1,52284264 76 38,5786802 118 59,8984772 197 100
Ajustes a condiciones de contrato 9 4,56852792 66 33,5025381 122 61,928934 197 100
Tabla 10. Compilación por eficacia de las respuestas de la ESP para protección de los derechos de los usuarios
Eficacia de las respuestas de la ESP para 
la profección de los derechos de los 
usuarios
No sabe/ No responde TotalesNoSí
Respuestas desde la perspectiva de los usuarios
 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
 
Grafico 9.  Compilación por eficacia de las respuestas para protección de los derechos de 
los usuarios 
 
 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
 
La revisión de las respuestas emitidas por la ESP ante las reclamaciones de los 
usuarios reveló que mantuvo un comportamiento similar en los distintos estratos, 
pero tuvo en el estrato II el mayor número de correcciones de situaciones. 
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Tabla 10.   Compilación  por estratos y resultados de respuesta 
 
Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje
ESTRATO I 6 3,04 8 4,06 2 1,01 34 17,26 50 25,38
ESTRATO II 18 9,14 4 2,03 6 3,05 68 34,52 96 48,73
ESTRATO III 9 4,57 1 0,51 2 1,01 39 19,8 51 25,89
Total 33 16,75 13 6,6 10 5,07 141 71,58 197 100
No cobro del servicio
Corrección de situación 
reclamada
Fuente: Base de datos Actuación de las Empresas de Servicios Público
ESTRATO
Gráfica 12.    Compilación por estratos y resultados de las respuestas de la ESP 
RESULTADOS
TotalNo sabe/No recuerda
Indemnización por 
perjuicios
 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
 
Grafico 10.  Compilación por estratos y resultados de repuesta 
 
 
Fuente Gómez Trujillo y Suarez Espinoza, Base de datos Actuación de los 
servicios públicos  
 
 
4.3  DISCUSIÓN 
 
La presente investigación buscó indagar a partir de los usuarios,  la actuación de 
la Empresa de Servicios Públicos EMPOPAMPLONA S. A. E:S:P., en lo relativo a 
la protección de derechos a los usuarios, durante los años 2008 y 2009. Por lo 
tanto, se establecieron como servicios públicos objeto de estudio, los servicios de 
Acueducto, Alcantarillado y Aseo, y se revisó la actuación relativa a protección de 
derechos contemplados en la Ley 142 de 1994. 
 
La Empresa de Servicios públicos EMPOPAMPLONA S.A. E.S.P, es una 
Sociedad ANÓNIMA Comercial estructurada bajo el esquema de una Sociedad 
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por Acciones, del Orden Municipal29 y de conformidad con lo preceptuado en el 
artículo 97 de la Ley 489 de 1988, es una Sociedad de Economía Mixta, 
constituida bajo la forma de sociedad comercial con aportes estatales superiores 
al 50% y de capital privado que desarrolla actividades de naturaleza industrial o 
comercial conforme a las reglas del derecho privado.  
 
Tal como lo establece la Ley 142 de 1994, sobre servicios publicos en su artículo 
11, esta empresa tiene una función social que involucra las obligaciones de 
prestar servicio en forma continua y eficiente, facilitar acceso a subsidios, brindar 
información a los usuarios sobre la adecuada utilización de los servicios, entre 
otras. De ahí se infiere que son los usuarios mismos quienes pueden directamente 
establecer si la actuación de la empresa en cuanto a la protección de sus 
derechos, fue coherente con la normatividad vigente. 
 
De los 12000 usuarios existentes reportados por la Empresa EMPOPAMPLONA 
S.A. E.S.P, se encontró que para los años 2008 y 2009, los usuarios presentaron 
7193 peticiones, quejas y reclamos, que corresponden a un promedio mensual de 
2.27% sobre el total de usuarios. 
 
Esta investigación utilizó esta población, y de ella se obtuvo muestra de los 
usuarios de los estratos 1, 2, y 3, por cuanto, corresponden al 80,3% de la 
población usuaria existente. 
 
Se encontró que el tipo de reclamación más utilizada por los usuarios es la queja, 
la cual corresponde según la normatividad a un mecanismo adecuado para 
reclamar a la empresa por aspectos que tengan que ver con la prestación del 
servicio, aspectos del contrato o de la facturación, lo que indica que hay una 
idónea utilización de los mecanismos legales establecidos para protección de los 
derechos de los usuarios, tanto por parte de ellos mismos, como de la empresa, 
que reporta estar acogiéndose al tiempo reglamentario de 15 días hábiles para dar 
solución a las reclamaciones presentadas. De aquí se puede explicar que la 
petición sea el tipo de reclamación menos utilizado por los usuarios. 
 
De igual forma, se comprobó que el servicio que más reclamaciones suscita es el 
servicio de acueducto, y los usuarios refieren que el motivo del reclamo que más 
se presenta es las condiciones del servicio, seguido de la facturación. Al respecto, 
la Empresa informa que el 95% de los casos atendidos corresponden a consumos 
altos, generalmente debidos a daños en las redes internas del acueducto, que por 
lo tanto alteran el consumo promedio mensual de dichos usuarios. 
 
En este  tipo de situaciones, la Ley establece que es obligación del usuario asumir 
los costos que implican las reparaciones de la red interna, lo que limita en cierto 
grado la responsabilidad de la empresa en la solución definitiva, pudiendo sólo 
                                                           
29
 EMPOPAMPLONA S.A. E.S.P.  Reforma Estatutos. Art. 2. 
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aportar en lo relativo a la facturación, ante lo cual manifiestan ajustarla al consumo 
promedio mensual histórico, dando claridad al usuario de su obligación de reparar 
los daños. 
 
Se encontró que el segundo servicio que genera reclamaciones es el servicio de 
aseo, siendo más frecuente en el estrato 2. Esta situación es debida según la 
Empresa, a que los usuarios en la mayor parte de los casos no sacan los residuos 
en los días y horario establecidos para la recolección, e igualmente a la falta de 
cultura de algunos ciudadanos que arrojan basura en las calles o que sacan la 
basura a destiempo. Se podría suponer que subyacen fallas por parte de la 
empresa en cuanto a suministrar información adecuada a los usuarios respecto a 
las actividades inherentes a la prestación de este servicio. 
 
La facturación del servicio es la causa importante de reclamación por parte de los 
usuarios, quienes consideran que el servicio es muy alto para su nivel 
socioeconómico. Esta postura es entendible dentro del las actuales circunstancias 
del país. Sin embargo, las tarifas establecidas por la empresa en mención datan 
de estudios ajustados a la resolución CRA 287 de 2004, CRA 351 y 352 de 2005 y 
actualmente se elaboraron tarifas conforme a la resolución CRA 287 DE 2004, 
dando como resultado aplicación de nuevas tarifas desde el 2004, para acueducto 
y alcantarillado y, desde el 2007, para el servicio de aseo. 
 
La proyección de tarifas es efectuada según los subsidios previstos para cada año 
y teniendo en cuenta los convenios de transferencia de subsidios para los 
servicios públicos domiciliarios celebrado entre el Municipio de Pamplona y 
EMPOPAMPLONA S. A., E.S.P., mediante el fondo de solidaridad y redistribución 
de ingresos que se utiliza para financiar los subsidios de los estratos residenciales 
1,2 y 3 y que se aprueban en el  Concejo Municipal de Pamplona, mediante 
acuerdo. 
 
Con los subsidios aprobados para cada estrato se inicia el estudio tarifario, se 
tiene en cuenta el estrato, el cargo fijo para cada estrato y el consumo básico y 
complementario para cada estrato y si el IPC acumulado alcanza el 3% según los 
reportes del DANE, se debe hacer un reajuste o actualización de tarifas30. 
Para el primer trimestre de 2008 los siguientes fueron los porcentajes de subsidios 
para los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo: Estrato uno 46%, estrato 
dos: 24% y estrato tres 5%. 
 
                                                           
30
 COMISIÓN DE REGULACIÒN DE AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO BÁSICO. Resolución 
CRA 200 de 2001. Por la cual se fija la tasa de actualización para las tarifas de los Servicios 
Públicos Domiciliarios de Acueducto, Alcantarillado y Aseo. Diario Oficial. Bogotá, D. C, 2002.  no. 
44.681. 
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De lo anterior se concluye que la Empresa en mención ha procedido ajustada a la 
normatividad vigente, en lo relativo a régimen tarifario y de aplicación de subsidios, 
protegiendo los derechos de los usuarios. 
 
Con respecto a los mecanismos legales utilizados, para presentar sus 
reclamaciones, se encontró    que el  usuario ejerce  el Derecho de Petición. 
 
La investigación demostró que la Empresa en consonancia da respuesta oportuna 
a los recursos presentados. De igual forma, hay reporte de solicitudes de pruebas 
por parte de la empresa, situación que es legalmente permitida para las 
situaciones que lo ameriten.   
 
Cabe destacar que  hay un  gran porcentaje  de las reclamaciones, que no son 
resueltas en los tiempos reglamentarios, por cuanto ameritan seguimientos, lo que 
denota ineficacia de la empresa en la resolución de inconformidades. 
 
Los usuarios  corroboran esta conclusión afirmando que el mayor porcentaje de 
las reclamaciones no son resueltas  tal como obliga la Ley. 
 
Al indagar en los usuarios respecto a la percepción que tiene sobre la protección 
de sus derechos por parte de la Empresa, se encuentra que consideran que 
reciben un servicio inoportuno y deficiente, respecto a  tarifas, subsidios, ajustes al 
contrato, y recepción de información por parte de la empresa.  Estas respuestas 
pueden explicar por la inexistencia del Comité de Desarrollo y Control Social que 
legalmente establece el derecho de elegir el vocal de control social, para ser 
interlocutor de la empresa de servicios públicos, tal como lo establece el artículo 
65 de la Ley 142 de 1994.  
 
En estas circunstancias, es más difícil para la empresa realizar un proceso de 
comunicación oportuno e idóneo con los usuarios y para éstos no existen 
mecanismos efectivos de participación en las decisiones que les interesan, 
teniendo que actuar como usuarios independientes frente a la empresa.  
 
Queda clara y expresa por los usuarios la necesidad de participar y de recibir 
información más oportuna en todo lo relativo al uso adecuado de los servicios 
públicos objeto de este estudio. 
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5.  CONCLUSIONES 
 
El servicio público que generó la mayor parte de las inconformidades, fue el 
servicio de acueducto, por motivo de tarifas y de condiciones en la prestación del 
servicio, que al ser revisadas, correspondieron en su mayoría a fallas en las 
conexiones internas de los usuarios y se presentaron principalmente en el estrato 
uno. Las fallas en la prestación del servicio por la causa encontrada se pueden 
corresponder a precarias condiciones de vivienda en estratos bajos, pero aún en 
esas circunstancias, no se puede dejar de considerar que el acceso al servicio 
idóneo de acueducto y  alcantarillado es un derecho de todos los ciudadanos, y 
por ende, se pudo inferir que la empresa no ha realizado trabajo educativo y de 
asesoría suficiente en estos aspectos que afectan especialmente a población 
vulnerable, encareciendo sus gastos, y detrimento de otras condiciones de vida y 
del ahorro de agua que no pudieron ser cuantificadas en este estudio. 
 
El servicio de aseo, fue el segundo servicio en generar inconformidades, 
especialmente por factores asociados a cumplimiento de los horarios de 
recolección de los residuos. Al respecto, se pudo establecer que la empresa da 
cumplimiento a al decreto 1713 de 2002, al realizar programación y divulgación de 
horarios de recolección para todos los sectores, el hecho de que los usuarios 
presenten inconformidades en este sentido se explicó según la empresa por los 
comportamientos inapropiados de los usuarios en lo relacionado con 
incumplimiento de horarios estipulados por la empresa.  
 
Sin embargo, esta inconformidad es importante, por cuanto existe obligatoriedad 
de la empresa en prestar un servicio continuo y de calidad, para evitar impactos 
negativos en la salud humana y en el ambiente. Por ello, los incumplimientos 
ocurridos implican responsabilidad de la empresa en mejorar los sistemas de 
divulgación o en la revisión de las programaciones para determinar si se ajustan a 
las características de la población. 
 
Los motivos que mayormente generaron inconformidades en los usuarios fueron 
las tarifas y al analizar este aspecto, si bien se pudo establecer que existe 
violación a uno de los derechos de los usuarios, también es cierto, que tal 
situación se debió revisar cuidadosamente, por cuanto la documentación de la 
empresa respecto al establecimiento de las bases tarifarias, se ha ceñido a la 
normatividad existente. Por ello, se concluye que tal inconformidad obedece a falta 
de educación y comunicación de la empresa a sus usuarios, en materia de la 
correcta interpretación de los contenidos de las facturas, pues la comunidad 
desconoce el contenido normativo y por ello expresaron inconformidades, que de 
alguna forma son contrarias a la efectividad de la empresa en esta materia. 
 
En consistencia con los hallazgos anteriores, se encontró que no se han 
conformado los Comités de Desarrollo y Control Social, por lo que ni usuarios, ni 
Empresa tienen una forma eficaz de acordar mejores condiciones de servicio y 
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establecimiento de comunicación que permita optimizar la protección de los 
derechos de los usuarios. 
 
Los usuarios encuestados reportaron que han utilizado todos los mecanismos 
legales para presentar solicitudes ante la Empresa de Servicios Públicos, se 
destaca el derecho de petición como el mecanismo más utilizado. Este hallazgo 
destaca la capacidad de expresión de los habitantes del municipio de Pamplona a 
través de este mecanismo constitucional, como una alternativa para ser 
escuchados y por ende, se les resuelvan las quejas e inconformidades sobre 
prestación de servicios públicos domiciliarios y protección de sus derechos. 
 
Finalmente, se encontró que las respuestas emitidas por la Empresa 
EMPOPAMPLONA,S.A. E.S.P para proteger los derechos de los usuarios de los 
servicios públicos domiciliarios de Aseo y  de  Agua Potable y Saneamiento 
Básico,  no son eficaces por cuanto no se atiende a los requerimientos de los 
usuarios en los términos que establece la Ley, y existe un  gran número de quejas, 
que no son atendidas oportunamente,  pero no se han determinado medidas 
adicionales para fortalecer la participación de los mismos en los distintos procesos 
de decisión que amerita la prestación del servicio; y establecer un verdadero 
control ciudadano. 
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6. RECOMENDACIONES 
 
 
La protección de los derechos de los usuarios de servicios públicos domiciliarios 
está expresa en la Ley 142 de 1994, y constituye una garantía para el cabal 
funcionamiento de la relación empresa- usuario. 
 
La  investigación  constituyo  una aproximación para describir la dinámica de la 
actuación de una empresa de servicios públicos, desde la perspectiva de los 
usuarios en cuanto a la protección de sus derechos. 
 
Los hallazgos permiten establecer una línea de base que será de mucha utilidad 
para la toma de decisiones a nivel local, pero que bien podría ser punto de partida 
para el establecimiento de otro tipo de estudios que permitan determinar que está 
ocurriendo frente a este fenómeno en contextos más amplios. 
 
El contraste con la normatividad vigente permite una determinación objetiva de la 
realidad encontrada y aunque el cabal cumplimiento de la Ley, es complejo y se 
logra a partir de la participación de múltiples voluntades, se encontraron hallazgos 
positivos y alentadores de las posibilidades de aplicación de la Ley. 
 
Sin embargo, para el contexto local, se recomienda a los interesados utilizar las 
herramientas legales para generar los espacios de participación que requieren los 
usuarios de servicios públicos y que no se han implementado por múltiples 
motivos. El establecimiento de comités de desarrollo y control social y la creación 
de una oficina de atención a usuarios de servicios públicos domiciliarios, pueden 
dinamizar el inicio de procesos de capacitación y empoderamiento necesarios en 
esta comunidad. 
 
Se recomienda hacer una socialización entre los usuarios, no solamente de los 
servicios públicos que ofrece la empresa EMPOPAMPLONA S.A. E.S.P.,, sino a 
todas las entidades del municipio de Pamplona el manejo y aplicación del Ejercicio 
fundamental de Petición, contemplado en el artículo 23 de la Constitución 
Nacional, de modo que los usuarios puedan realizar idóneo uso de este recurso. 
 
Socializar el ejercicio de los derechos  que tiene el usuario de servicios Publicos 
en el Municipio. 
 
Se estima conveniente y necesaria la organización de los usuarios y de otro lado, 
la creación de instancias en la Personería Municipal encargadas de la defensa y 
protección de los derechos de los usuarios. 
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ANEXO A. ENCUESTA APLICADA A USUARIOS DE EMPOPAMPLONA  
 
1. ESTRATO DE LOS RECLAMANTES 2. SERVICIO QUE ORIGINO LA INCONFORMIDAD
1 2 3 ACUEDUCTO ALCANTARILLADO ASEO
3. TIPO DE RECLAMACION PRESENTADA
RECLAMO
4. EL MOTIVO DE LA INCONFORMIDAD  PRESENTADA EN EL SERVICIO FUE
4.1 La actuación de algún funcionario de la empresa
4.2 La forma y condiciones en que se ha prestado el servicio
4.3 la facturacion del servicio
5.1  Derecho de Peticiòn
5.2  Recurso de apelaciòn
5.3  Recurso de reposiciòn
6.1 Respuesta a derecho de peticiòn
6.2 Respuesta a recurso de reposición
6.3 Solicitud de pruebas
7. LOS RESULTADOS DE LAS RESPUESTAS FUERON
7.1 Indemnizacion de perjuicios
7.2 No cobro del servicio
7.3 Correcciòn de situaciòn reclamada
SI NO 
SI NO PORQUE 
SI NO PORQUE 
SI NO
SI NO PORQUE 
13, LA ESP REALIZA CONTINUOS AJUSTES A LAS CONDICIONES DEL CONTRATO DE SERVICIOS 
SI NO PORQUE 
ACTUACIÓN DE LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS EN LO RELATIVO A PROTECCIÓN DE 
DERECHOS DE LOS USUARIOS, PAMPLONA 2008-2009  
Esta encuesta tiene por objetivo establecer la actuación que han tenido las empresas de servicios públicos domiciliarios en lo 
relativo a protección de los derechos de los usuarios, en el Municipio de Pamplona
5. EL MECANISMO LEGAL UTILIZADO PARA RECLAMAR LA INCONFORMIDAD EN EL SERVICIO FUE
A. ACTUACION
B. DERECHOS 
PORQUE
10. LAS TARIFAS QUE UD PAGA SON PROPORCIONALES A SU CONDICIÓN SOCIOECONÓMICA Y AL CONSUMO 
REALIZADO
12 RECIBE INFORMACIÒN OPORTUNA Y PRECISA CON RESPECTO AL SERVICIO POR PARTE DE LA ESP
9. LA ASOCIACION DE USUARIOS DE SERVICIOS PUBLICOS PUEDE PARTICIPAR ACTIVAMENTE EN LA GESTION 
DE LA ESP
11.   EL ESTRATO Y LOS SUBSIDIOS ASIGNADOS SON ACORDES CON SU SITUACION SOCIOECONOMICA
PORQUE 
8. LA ESP LE PRESTA UN SERVICIO CONTINUO Y EFICIENTE
PETICION QUEJA
5.4 Solicitud de aplicaciòn de silencio administrativo positivo
6. LA RESPUESTA QUE FUE EMITIDA POR LA ESP FUE A TRAVÉS DE
 
 
 
